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Exp. 36/2026-2 


TRIBUNAL ESTATAL DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA
SEGUNDA SALA UNITARIA
EXPEDIENTE: 36/2026-2
PARTE ACTORA: 

**********

AUTORIDAD DEMANDADA:

DIRECCION GENERAL DE INGRESOS DE LA SECRETARÍA DE FINANZAS DEL ESTADO DE SAN LUIS POTOSÍ 
MAGISTRADA:

MARIA OLVIDO RODRIGUEZ VAZQUEZ
SECRETARIO DE ESTUDIO Y CUENTA:

OSCAR TORRES HERRERA
San Luis Potosí, San Luis Potosí, a dieciocho de mayo de dos mil veintiséis.
V I S T O,  para resolver en definitiva el Juicio Contencioso Administrativo número 38/2023-2 promovido por la C. **********, contra actos emitidos por la Dirección General de Ingresos de la Secretaría de Finanzas del Estado de San Luis Potosí.
R E S U L T A N D O

I.- Por escrito presentado ante este Tribunal el catorce de enero de dos mil veintiséis, la C. **********promovió demanda de Juicio Contencioso Administrativo contra actos emitidos por la Dirección General de Ingresos de la Secretaría de Finanzas de Gobierno del Estado de San Luis Potosí, y por los actos que a continuación se precisan:
"La resolución contenida en el oficio ********** de fecha 12 de septiembre de 2025”
II.- Por auto de fecha diecinueve de enero de dos mil veintiséis, se tuvo por admitida la demanda de la parte actora **********, en contra de la Dirección General de Ingresos de la Secretaría de Finanzas del Estado de San Luis Potosí, ordenándose correr traslado, para que contestara lo que a su derecho conviniera, ofreciera y exhibiera las pruebas que estimara pertinentes.
III.- Por auto de fecha veintitrés de febrero de dos mil veintiséis, se tuvo al Procurador Fiscal de la Secretaría de Finanzas del Gobierno del Estado, en representación de la Autoridad Demandada, por contestando la demanda, por lo que se ordenó correr traslado a la parte actora para los efectos legales que a su derecho correspondieran.
IV.- Por auto de fecha veinticinco de septiembre del dos mil diecisiete, se tuvo a la parte actora por interponiendo la ampliación de demanda, por lo que se ordenó correr traslado a las autoridades demandadas, para que en el término de diez días contestaran la ampliación de demanda y manifestaran lo que a su derecho conviniera.
Así mismo, con fundamento en lo establecido por los artículos 69 fracción II y 70 tercer párrafo del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, se tuvieron como pruebas de las partes las que acompañaron a su escrito inicial y de contestación de demanda.

Por otra parte, se señalaron las once horas del doce de marzo de dos mil veintiséis, para la celebración de la audiencia a que se refiere el artículo 246 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.

V.- En la fecha y hora señaladas, se llevó a cabo la audiencia final, sin la asistencia de las partes, en el desarrollo de la audiencia se dio cuenta de las constancias de autos; en la etapa de pruebas se tuvieron por desahogadas las que así lo ameritaron, después se hizo constar que no quedaron pruebas pendientes de desahogo; en la etapa de alegatos se certificó que no se formularon por ninguna de las partes. Finalmente, se citó para resolver.
C  O  N  S  I  D  E  R  A  N  D  O
PRIMERO.- A esta Segunda Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, corresponde conocer, substanciar y resolver los juicios de su competencia, en términos de los artículos 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí, 1º, 2º, 7º fracción I, y 9º fracción III, 24, 35 fracción VIII de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí; Segundo Párrafo del artículo 2°, 248 y 249 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, por tratarse de una controversia suscitada entre un particular y una autoridad de esta entidad federativa donde se ejerce jurisdicción.
SEGUNDO.- De acuerdo con lo que precisa el artículo 221 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, esta Sala Unitaria procede a analizar la legitimación de los comparecientes en este juicio.
En el caso, el interés jurídico del hoy actor se encuentra plenamente acreditado con las documentales en donde consta el acto impugnado, la cual obra a fojas 6 y 7 del expediente en que se actúa; documental pública de cuyo contenido se desprende que aparece como destinatario el hoy actor.  

Por su parte, el Mtro. ********** justificó su calidad de Procurador Fiscal de la Secretaría de Finanzas del Gobierno del Estado, con el nombramiento expedido a su favor el pasado primero de julio de dos mil veinticinco, el cual fue acompañado en el escrito de contestación de demanda, documental visible a foja 35 del expediente en que se actúa.

A las referidas documentales públicas se les confiere pleno valor probatorio, con apoyo legal en el artículo artículo 72 fracción I del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.

TERCERO.- La litis planteada en este Juicio Contencioso Administrativo es la legalidad o ilegalidad de los oficios impugnados, que la parte actora hace consistir en:
"La resolución contenida en el oficio ********** de fecha 12 de septiembre de 2025”

CUARTO.- Previo a entrar al estudio de los conceptos de impugnación vertidos por la accionante en su escrito inicial de demanda, es necesario establecer si en el presente juicio se actualiza alguna de las causales de improcedencia o sobreseimiento a que se refieren los artículos 228 y 229, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, que sirva de base para decretar total o parcialmente el sobreseimiento del juicio, ya sea que lo hagan valer o no las partes; toda vez que se trata de cuestiones de orden público que se tienen que estudiar de oficio y, cuyo análisis es preferente al del fondo del asunto.
En ese sentido, de acuerdo a lo que ordenan los últimos párrafos de los artículos 228 y 229, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, se precisa que esta Sala practicó estudio oficioso de las causales de improcedencia y sobreseimiento, sin que se advirtiera que en la especie se actualizará causal alguna; por lo que, en seguida se procede al estudio de los agravios que arguye la demandante en contra del acto impugnado.

QUINTO.- Los conceptos de impugnación que plantea la actora en su escrito inicial de demanda, se localizan a fojas de la 2 a la 4 del expediente en que se actúa, respectivamente, los que por economía procesal se tienen aquí por reproducidos. Resulta aplicable por analogía la tesis de jurisprudencia 2a./J. 58/2010, emitida por la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación; cuyos datos de localización y contenido se reproducen a continuación:

Localización: [J]; 9a. Época; 2a. Sala; S.J.F. y su Gaceta; Tomo XXXI, Mayo de 2010; Pág. 830. 2a./J. 58/2010. Registro No. 164 618

“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN O AGRAVIOS. PARA CUMPLIR CON LOS PRINCIPIOS DE CONGRUENCIA Y EXHAUSTIVIDAD EN LAS SENTENCIAS DE AMPARO ES INNECESARIA SU TRANSCRIPCIÓN.- De los preceptos integrantes del capítulo X "De las sentencias", del título primero "Reglas generales", del libro primero "Del amparo en general", de la Ley de Amparo, no se advierte como obligación para el juzgador que transcriba los conceptos de violación o, en su caso, los agravios, para cumplir con los principios de congruencia y exhaustividad en las sentencias, pues tales principios se satisfacen cuando precisa los puntos sujetos a debate, derivados de la demanda de amparo o del escrito de expresión de agravios, los estudia y les da respuesta, la cual debe estar vinculada y corresponder a los planteamientos de legalidad o constitucionalidad efectivamente planteados en el pliego correspondiente, sin introducir aspectos distintos a los que conforman la Litis. Sin embargo, no existe prohibición para hacer tal transcripción, quedando al prudente arbitrio del juzgador realizarla o no, atendiendo a las características especiales del caso, sin demérito de que para satisfacer los principios de exhaustividad y congruencia se estudien los planteamientos de legalidad o inconstitucionalidad que efectivamente se hayan hecho valer.”

SEXTO.- En primer término y para un mayor entendimiento de la presente resolución se debe hacer una relatoría de los hechos que se desprenden dentro del presente expediente:

 La parte actora en su escrito inicial de demanda señala como actos impugnados los siguientes:

“La resolución contenida en el oficio ********** de fecha doce de septiembre de dos mil veinticinco”.

Respecto de dicho acto impugnado, se debe de advertir que el mismo fue acompañado por la propia parte actora, mismo que obra a foja 6 y 7 del expediente en el que se actúa. 

Así mismo, se desprende en dicha resolución lo siguiente:

“…

De lo anterior se desprende que el crédito fiscal ********** fue notificado de manera personal con la contribuyente ahora recurrente, y que el mismo le fue entregado con firma autógrafa del funcionario emisor de dicho documento, sin haber asentado en el acta en la diligencia de notificación manifestación en contra, es por ello que se tiene por legalmente realizada, de conformidad con los numerales 72 fracción I y 73 del Código Fiscal del Estado de San Luis Potosí, por lo que la notificación del crédito fiscal impugnado se tiene como válida y legalmente hecha, en ese sentido, de acuerdo a lo manifestado, la presentación del recurso de revocación es extemporánea, dado que la oportunidad de interponerse es de 30 días siguientes a aquel en que haya surtido efectos su notificación, con fundamento en el artículo 170 fracción I  del Código Fiscal del Estado de San Luis Potosí, en el caso concreto, el crédito fiscal fue notificado el 28 de mayo del 2025, surtiendo efectos el 29 de mayo del 2025, y el término de 30 días hábiles se cuenta de la siguiente manera: 30 de mayo de dos mil veinticinco, 2, 3, 4, 5, 6, 9, 10. 11, 12, 13, 16, 17, 18, 19, 20, 23, 24, 25, 26, 27, 30 de junio del 2025, 1, 2, 3, 4, 7, 8, 9 y 10 de julio del 2025.

En ese sentido, el termino para la presentación del recurso administrativo de revocación concluyó el 10 de julio del 2025, por lo que, al haber sido presentado el 15 de julio del 2025 como consta en el sello de recibido de la Subdirección de Control de Padrones y Vigilancia de Obligaciones Fiscales de la Secretaría de Finanzas de Gobierno del Estado de San Luis Potosí, se desprende que el multicitado recurso fue interpuesto de manera extemporánea.
Es por lo anterior que es improcedente el recurso de revocación, al haber sido consentido el crédito fiscal **********, ello por haberse promovido en el plazo establecido, en consecuencia, debe de sobreseerse, con fundamento en los artículos 174 fracción II y 175 fracción II del Código Fiscal del Estado de San Luis Potosí.
…

RESUELVE

Primero.  SE SOBRESEE el recurso de revocación mediante el cual fue impugnado el crédito fiscal con número **********, del 12 de mayo del 2025, signado por el Director de Recaudación y Política Fiscal de la Secretaría de Finanzas de Gobierno del Estado de San Luis Potosí, por la cantidad de $6,788.00 (Seis mil setecientos ochenta y ocho pesos 00/100 M.N.) notificado el 28 de mayo del 2025.
…”
Es decir, de las consideraciones anteriormente mencionadas se debe de concluir que el recurso de revocación en este acto impugnado, se sobreseyó al haberse interpuesto de manera extemporánea.
Ahora bien, la parte actora en su escrito inicial de demanda,  hace valer medularmente conceptos de impugnación en contra de las multas por infracciones establecidas en el Código Fiscal del Estado de San Luis Potosí, mismas que fueron materia del recurso de revocación interpuesto por la parte actora, y del cual promueve el presente juicio de nulidad.
Los conceptos de impugnación anteriormente referidos, son de estudio obligatorio para esta Segunda Sala Unitaria, ello atendiendo al principio de litis abierta que debe de regir el juicio contencioso administrativo, es decir, que cuando se impugne una resolución definitiva, ante este Tribunal de Justicia Administrativa, se entenderá que la parte actora puede formular conceptos de impugnación novedosos y reiterativos en el juicio de nulidad, dicho de otro modo, puede volver a plantear aquellos argumentos que ya fueron sustentados ante la autoridad administrativa al recurrir el fallo de origen o nuevos razonamientos que no hayan sido propuestos en el mismo, ello de acuerdo a lo establecido en los siguientes criterios: 

Época: Décima Época 

Registro: 2007960 

Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito 

Tipo de Tesis: Aislada 

Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación 

Libro 12, Noviembre de 2014, Tomo IV 

Materia(s): Administrativa 

Tesis: I.8o.A.83 A (10a.) 

Página: 3000 

LITIS ABIERTA. ESTE PRINCIPIO PERMITE AL ACTOR EN EL JUICIO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO FEDERAL FORMULAR CONCEPTOS DE NULIDAD SOBRE ASPECTOS QUE NO HIZO VALER EN EL PROCEDIMIENTO DEL QUE DERIVÓ LA RESOLUCIÓN IMPUGNADA E, INCLUSO, PARA EVIDENCIAR LAS VIOLACIONES COMETIDAS EN SU PERJUICIO DURANTE LA TRAMITACIÓN DE ÉSTE, LOS CUALES DEBEN ESTUDIARSE POR EL TRIBUNAL DE LA MATERIA.

El principio de litis abierta previsto en el artículo 1o. de la Ley Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo no contiene limitante ni condición alguna para el actor en el juicio contencioso administrativo federal, razón por la cual, éste, al impugnar una resolución, está facultado para formular conceptos de nulidad sobre aspectos que no hizo valer en el procedimiento del que aquélla derivó e, incluso, externar argumentos para evidenciar las violaciones cometidas en su perjuicio durante la tramitación de éste, pues el principio mencionado permite al gobernado una defensa extendida, por lo cual, el Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa está obligado a estudiar dichos planteamientos.

Época: Novena Época 

Registro: 184472 

Instancia: Segunda Sala 

Tipo de Tesis: Jurisprudencia 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta 

Tomo XVII, Abril de 2003 

Materia(s): Administrativa 

Tesis: 2a./J. 32/2003 

Página: 193 

JUICIO DE NULIDAD. EL PRINCIPIO DE LITIS ABIERTA CONTENIDO EN EL ARTÍCULO 197, ÚLTIMO PÁRRAFO, DEL CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN VIGENTE, PERMITE AL DEMANDANTE ESGRIMIR CONCEPTOS DE ANULACIÓN NOVEDOSOS O REITERATIVOS REFERIDOS A LA RESOLUCIÓN RECURRIDA, LOS CUALES DEBERÁN SER ESTUDIADOS POR EL TRIBUNAL FEDERAL DE JUSTICIA FISCAL Y ADMINISTRATIVA.

El artículo 197 del Código Fiscal de la Federación, en su texto anterior a la reforma publicada en el Diario Oficial de la Federación el 15 de diciembre de 1995, contenía el principio de "litis cerrada" que impedía que se examinaran los argumentos dirigidos a demostrar la ilegalidad del acto administrativo contra el cual se enderezó el recurso, es decir, no permitía que el demandante hiciera valer o reprodujera argumentos relativos a la resolución recurrida; y, por ende, el entonces Tribunal Fiscal de la Federación no estaba obligado a estudiar los conceptos de anulación que reiteraran argumentos ya expresados y analizados en el recurso ordinario; sin embargo, en el texto vigente del último párrafo del citado numeral se simplificó el procedimiento contencioso administrativo al cambiar el principio de "litis cerrada" por el de "litis abierta", el cual comprende no sólo la resolución impugnada sino también la recurrida; los nuevos argumentos que pueden incluir los razonamientos que se refieran a la resolución recurrida, y los dirigidos a impugnar la nueva resolución; así como aquellas razones o motivos que reproduzcan agravios esgrimidos en el recurso administrativo en contra de la resolución originaria. Por tanto, todos estos argumentos, ya sean novedosos o reiterativos de la instancia administrativa, constituyen los conceptos de anulación propios de la demanda fiscal, lo cual implica que con ellos se combaten tanto la resolución impugnada como la recurrida en la parte que afecte el interés jurídico del actor, por lo que el Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa está obligado a estudiarlos.

Sin embargo, se debe de precisar que aunque este Tribunal se encuentre obligado a entrar al estudio de dichos conceptos de impugnación, dicha figura únicamente opera cuando es procedente estudiar la legalidad de la resolución primigenia, pero no cuando dicha situación no es posible; es decir, que independientemente de la Litis abierta, al existir un impedimento legal para su estudio, no se puede analizar dicha figura.

Es decir, como ya ha quedado precisado con anterioridad la autoridad demandada al momento de citar la resolución en este juicio recurrida, resolvió desechar por extemporáneo el recurso interpuesto por la parte actora, en virtud de que consintió los actos administrativos que se le determinaron, ya que no presento el recurso en el plazo señalado en el Código Fiscal del Estado.

Por lo que antes de estudiar cualquier tema sobre la legalidad o ilegalidad de los actos impugnados en el recurso de revocación, debe de analizarse si dicho recurso fue procedente, para que en caso de que así lo fuera, esta Sala Unitaria procedería a pronunciarse sobre los conceptos de impugnación hechos valer en contra de la resolución primigenia; sin embargo se debe de precisar que la parte actora no esgrime ningún concepto de impugnación hecho valer en cuanto a dicho desechamiento por haber sido extemporáneo.

Por lo que se debe de concluir, que si la parte actora no formuló conceptos de impugnación en contra del desechamiento referido, esta Sala Unitaria se ve en la imposibilidad de entrar al estudio de fondo de los conceptos de impugnación hechos valer por la persona moral actora en contra de la resolución primigenia.

En ese sentido, se tiene que los conceptos de impugnación hechos valer por la parte actora resultan ser inoperantes, ya que como se ha manifestado, en primer término se debió de haber declarado la ilegalidad del desechamiento dictado en la resolución recurrida, y en caso de resultar fundados, estar en la posibilidad de analizarlos, resultando aplicable los siguientes criterios:

Época: Novena Época 

Registro: 170072 

Instancia: Segunda Sala 

Tipo de Tesis: Jurisprudencia 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta 

Tomo XXVII, Marzo de 2008 

Materia(s): Administrativa 

Tesis: 2a./J. 27/2008 

Página: 152 

LITIS ABIERTA EN EL JUICIO DE NULIDAD ANTE EL TRIBUNAL FEDERAL DE JUSTICIA FISCAL Y ADMINISTRATIVA. NO OPERA CUANDO EL RECURSO HECHO VALER EN CONTRA DE UNA RESOLUCIÓN PRIMIGENIA FUE DESECHADO Y NO SE DEMUESTRA LA ILEGALIDAD DE SU PRONUNCIAMIENTO.

El artículo 197 del Código Fiscal de la Federación previene lo que se ha calificado como "litis abierta" la cual significa, esencialmente, resolver un juicio en contra de una resolución recaída a un recurso confirmatorio de la impugnada, en el que se deberán estudiar no sólo las argumentaciones hechas valer en el recurso sino también todas las novedosas introducidas en contra de la resolución primigenia; sin embargo, esa regla sólo operará cuando proceda entrar al examen de fondo de ambas resoluciones, pero no cuando el recurso fue desechado por improcedente, pues técnicamente deberá examinarse en primer lugar la legalidad de ese desechamiento, de tal modo que sólo cuando se concluya su ilegalidad se podrá pasar, conforme al principio de "litis abierta", al estudio de fondo del asunto, si es que existen elementos jurídicos para decidir. Lógicamente, si en contra del pronunciamiento de improcedencia no se expresan conceptos de invalidez tendrá que reconocerse su validez sin ser jurídicamente posible pasar al examen de fondo.

Época: Novena Época 

Registro: 171722 

Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito 

Tipo de Tesis: Aislada 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta 

Tomo XXVI, Agosto de 2007 

Materia(s): Administrativa 

Tesis: IV.2o.A.206 A 

Página: 1683 

LITIS ABIERTA. NO OPERA ESE PRINCIPIO CUANDO EN EL JUICIO DE NULIDAD SE IMPUGNA EL DESECHAMIENTO DE UN RECURSO EN SEDE ADMINISTRATIVA Y NO SE FORMULAN CONCEPTOS DE ANULACIÓN CONTRA ESA DETERMINACIÓN, SINO SÓLO RESPECTO DE LA RESOLUCIÓN RECURRIDA.

El artículo 197, último párrafo, del Código Fiscal de la Federación, vigente hasta el 31 de diciembre de 2005 (de contenido similar al numeral 1o., segundo párrafo, de la Ley Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo), permite al demandante esgrimir conceptos de anulación novedosos referidos a la resolución recurrida en sede administrativa, los cuales deberán ser estudiados por el Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa (principio de litis abierta); sin embargo, para que surja esa obligación, la Sala Fiscal necesariamente debe contar con los elementos suficientes para ello. Por tanto, cuando en el juicio de nulidad la actora impugna la resolución que desechó un recurso administrativo y no formula conceptos de impugnación tendentes a controvertirlo, ni aun en el supuesto de que se estimara que simultáneamente impugnó la resolución recurrida, se evidenciaría la obligación de la Sala Fiscal de analizar directamente los agravios vertidos respecto de esta última, sin haber controvertido el desechamiento, toda vez que, por regla general, en ese supuesto aquélla no cuenta con elementos suficientes para pronunciarse sobre la legalidad de la resolución recurrida en la parte que no satisfizo el interés jurídico del demandante y, por ende, no se actualiza la hipótesis contenida en el artículo 237, cuarto párrafo, del citado código y vigencia (de contenido similar al artículo 50, cuarto párrafo, de la Ley Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo).

Por lo expuesto, fundado y con apoyo en los artículos, 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí; 1º, 2º, 7º fracción I, 9º fracción III, 24, 35 fracción VIII, y Quinto Transitorio de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí; 248, 249 y 251 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí; es de resolverse y SE RESUELVE:
PRIMERO.- La Magistrada de la Segunda Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa es competente para conocer y resolver la presente controversia.

SEGUNDO.- Se decreta la LEGALIDAD y VALIDEZ de los actos impugnados, ello por las razones expuestas en el considerando sexto de la presente resolución.
TERCERO.- Notifíquese personalmente a las partes y por correo electrónico a la autoridad demandada.

Así lo resolvió y firma, la Magistrada Titular de la Segunda Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, Licenciada María Olvido Rodríguez Vázquez, quien actúa con el Secretario de Acuerdos, Licenciado Juan José García Morales, que autoriza y da fe.

Se suprimen datos personales por tratarse de información confidencial de particulares cuyo resguardo y protección está a cargo del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa; con motivo del ejercicio de sus funciones jurisdiccionales y administrativos que realiza conforme al ámbito de su competencia, de acuerdo a lo previsto en los artículos 3º fracción XI, XVII, XXVIII y XXXVII, 23, 82 84 fracción XLIII, 87 fracción III, 138 y noveno transitorio de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí. 
